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De cara al futuro, en un contexto de incertidumbre social, política y económica, es inevitable preguntar-
se si la estrategia de desarrollo que nuestro país ha seguido hasta ahora nos permitirá alcanzar las 
metas de prosperidad e igualdad de oportunidades que anhela un porcentaje mayoritario de los ciuda-
danos. Nosotros creemos que difícilmente será posible alcanzar ese objetivo a menos que Chile logre 
transformarse en una “sociedad del conocimiento”. Para ello será necesario hacer confluir una serie de 
factores entre los que destacan una mayor capacidad de cultivar y crear conocimientos y contar con una 
fuerza laboral que posee una “masa crítica” de lo que se ha denominado “capital humano avanzado”.

El economista Theodore Schultz, ya en el año 1960 en la publicación de su artículo titulado Formación 
de capital mediante la educación, planteaba “la importancia de pensar en la educación como una 
inversión en las personas y considerar a sus resultados como una forma de capital. Dado que la 
educación se convierte en parte de la persona que la recibe, nos referiremos a ella como capital 
humano”. Antes de la aparición de este trabajo, el término «capital humano» no tenía cabida en las 
discusiones sobre políticas educativas. Sin embargo, considerando que el gasto público en educación 
es una inversión con una alta tasa de retorno, que se correlaciona significativamente con el logro de 
metas nacionales, el artículo de Schultz motivó numerosos estudios empíricos.

El término capital humano no es unívoco. Para algunos es el conjunto de hábitos, conocimientos, 
atributos sociales y de personalidad incorporados en la capacidad de realizar un trabajo para producir 
valor económico (Goldin, 2016). La Unesco, en su Clasificación Internacional Normalizada de la 
Educación, lo asimila a sus niveles 7 y 8, vale decir, los estudios de postgrado de nivel de maestría, 
especialización o equivalente y doctorado (Unesco, 2011). En el caso de un grado de magíster, los 
programas de estudio suelen tener como principal objetivo impartir competencias académicas o 
profesionales avanzadas, que conduzcan a un segundo ciclo o a una certificación equivalente. Los 
programas de este nivel pueden incluir un importante componente de investigación, aunque no otorgan 
las certificaciones de un doctorado. Por su parte, los programas de doctorado están orientados a 
estudios avanzados e investigaciones originales. Por lo mismo, solo pueden ser ofrecidos por 
instituciones de educación superior que hacen investigación en forma intensiva. Se imparten 
doctorados, tanto en el campo académico, como en el ámbito profesional e industrial y, por lo general, 
estos programas culminan con la presentación y defensa de una tesis que representa una contribución 
significativa y original al conocimiento en los respectivos campos disciplinarios o interdisciplinarios.

No obstante, lo anterior, el que una persona tenga el grado de doctor no implica, necesariamente, que 
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deba dedicarse solamente a la investigación. Así lo indican los resultados de un proyecto coordinado 
por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre las actividades 
laborales de los graduados de esos programas. 
Las cifras varían en los distintos países, pero el reporte señala que, en la Unión Europea, el 51 % de los 
doctores trabaja en la industria, mientras que tan solo un 38 % lo hace en instituciones de educación 
superior . 

En Chile, según un estudio de la trayectoria laboral de los graduados de programas de doctorado 
beneficiados por becas gubernamentales, el 74,4 % de ellos trabaja en la educación superior, el 3,9 % 
en empresas, el 3,1% en instituciones del gobierno y el resto en una miscelánea de otras instituciones 
(CONICYT, 2018).

Brunner y Elacqua (2003) en su Informe de Capital Humano en Chile denominan capital humano 
avanzado a todos los graduados de la educación superior en sus distintos niveles (técnico, profesional, 
magíster y doctorado). En cambio, CONICYT utiliza esa denominación para las personas capaces de 
desempeñar tareas de investigación. Por otra parte, un panel de evaluadores de los programas de 
formación de capital humano de CONICYT usó la definición siguiente: «profesionales que cuenten con 
las competencias necesarias para realizar o liderar actividades de investigación, desarrollo y/o 
innovación basada en ciencia y tecnología; así como, profesionales con capacidades para el desarrollo 
de políticas públicas» (CONICYT, 2013).

En el presente documento el término «capital humano avanzado» se utilizará para designar a las 
personas que han recibido el grado de doctor, que es el máximo otorgado por las universidades. Aun 
reconociendo el hecho de que muchos investigadores no lo tienen, un doctorado certifica que el 
graduado ha demostrado poseer los conocimientos y competencias que le permiten desempeñarse 
como investigador independiente y generar conocimientos. Desde una perspectiva de sociedad y 
desarrollo nacional, ese tipo de competencias reviste una gran importancia porque, como se verá más 
adelante, para un país, la mayor posibilidad de generar conocimientos se asocia significativamente con 
bienestar y niveles más altos de desarrollo humano.

Este trabajo fue realizado para analizar la situación en la que se encuentran las universidades chilenas 
con respecto a la capacidad de formar doctores, para, con base en los resultados y conclusiones, 
desarrollar propuestas de políticas públicas.

¹

  Eurostat. Statistics Explained. «People who have a tertiary education and work in a science and technology occupation, 2012 
and 2017». Recuperado de: https://ec.europa.eu/eurostat/statistics- explained/index.php/R_&_D_personnel. 
¹



El término «globalización» es el resultado de la evolución semántica del concepto de
«mercado mundial», usado inicialmente por Engels a mediados del siglo XIX (Mandel, 1972). En la 
actualidad, sin embargo, por globalización se entiende un proceso bastante más complejo de 
integración mundial en los ámbitos económico, social, cultural y tecnológico, lo que ha convertido a 
nuestro planeta en un lugar cada vez más interconectado (Martell, 2017).

Las determinantes de la globalización han sido diversos elementos interdependientes que han tenido 
como eje el creciente comercio internacional. Estos incluyen, entre los hechos más significativos, el 
término de la Guerra Fría o, como lo define Alain Touraine, de la guerra a la sociedad (Touraine, 2005); 
la consolidación del sistema capitalista, entendido como una organización económica y social; los 
avances tecnológicos —particularmente en las comunicaciones y la informática— y la disminución de 
las barreras aduaneras (Martell, 2017). La conjunción de estos factores explica el aumento del comercio 
internacional, de las transacciones financieras intercontinentales y la expansión de negocios que antes 
estaban limitados por distancias geográficas o tensiones políticas. La globalización ha modificado 
notablemente la interacción de las economías nacionales y regionales, promoviendo el crecimiento 
económico, las democracias de estilo occidental y entregando espacios de mayor prosperidad y 
bienestar para millones de personas.

Sin embargo, la distribución de la nueva riqueza presenta claras asimetrías y los países exportadores 
de productos industriales de alta tecnología son más favorecidos si se compara con aquellos exportado-
res de materias primas y productos semielaborados (CEPAL, 2001). Mientras los primeros tienen como 
ventajas competitivas la calidad e innovación de sus mercancías y servicios, los segundos basan su 
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competitividad en el precio de sus productos y en el menor costo de las remuneraciones. Nuestro país 
pertenece a este último grupo, junto con las naciones categorizadas como «en vías de desarrollo» que, 
en general, encuentran en la explotación de sus recursos naturales el sustento de su economía. En 
cambio, los países del primer grupo o «desarrollados», tienen una larga tradición en la industria de las 
manufacturas. Paradigmas de ese modelo de desarrollo industrial es Estados Unidos —la mayor 
economía global actualmente— y los países de Europa occidental, entre los que destacan Alemania, 
Inglaterra y Francia. Estas economías —a las que se sumó Japón, a partir de los años setenta del siglo 
pasado, y más recientemente Corea del Sur y China— han sido protagonistas del comercio mundial 
desde la época de la primera revolución industrial. El largo y sostenido liderazgo económico de estos 
estados enseña que la capacidad de generar nuevo conocimiento y transformarlo en valor para la socie-
dad es el principal factor competitivo y fuente de riqueza de las naciones. Por lo mismo, los países que 
comparten esas características han sido llamados «economías del conocimiento» y, en términos más 
generales, «sociedades del conocimiento».

Además del éxito económico, existen otros criterios para reconocer una sociedad del conocimiento. En 
el presente trabajo se considera como tal a una sociedad que valora el conocimiento como activo funda-
mental para el progreso integral y que centra sus esfuerzos en facilitar que todas las personas puedan 
acceder a él, potenciarlo, difundirlo e intercambiarlo. En ellas, los sistemas educativos cumplen cabal-
mente con su misión 
fundamental de asimilar, transmitir y crear conocimientos, como también en cada ámbito de la sociedad, 
donde hay un número significativo de personas —participando en los procesos de toma de decisio-
nes— que son capaces de investigar, plantearse preguntas originales y proponer soluciones a diversos 
problemas sobre bases racionales y, cuando es posible, basadas en evidencias. Estas personas son el 
capital humano avanzado de las sociedades del conocimiento. Casi sin excepción, todas ellas han 
cursado estudios superiores y, en una alta proporción, han obtenido los grados máximos universitarios. 
La misión de esos programas de estudios, especialmente los doctorados, es profundizar conocimientos 
en un área específica y, además, aportar aquellas competencias que permiten enfrentar un problema, 
de cualquier índole, de manera racional, crítica, sistemática e, idealmente, original y eficiente.

Una de las características más notables de la sociedad del conocimiento es el flujo de información de 
índole artística, humanística y científica que la educación superior transfiere a la sociedad, (Gobierno 
Vasco, 2010). Este hecho se manifiesta de muchas maneras y de distintas formas, pero una de las más 
significativas es el uso del conocimiento para el diseño, puesta en práctica y evaluación de las políticas 
públicas. Este aspecto ha motivado una reflexión sobre la gravitación de los conocimientos en el poder 
político, ámbito en el cual destacan, por ejemplo, los aportes de Innerarity (2013). Para este autor, en 
las sociedades del conocimiento, las decisiones que se toman suelen ser producto de una construcción 
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social, con la participación de varios actores que han alcanzado una madurez tal en el conocimiento de 
un área determinada como para ser conscientes de las limitaciones que podría tener su aplicación. Al 
respecto, Beck (1986) plantea que la ciencia contemporánea ha dejado de ser generadora de certidum-
bres y, por lo mismo, las personas con conocimientos científicos saben que el progreso no consiste 
simplemente en acumular y aplicar conocimientos, sino en saber abordar sabiamente la incertidumbre 
que puede acarrear una decisión de base científica. Esta aceptación de lo desconocido y la disposición 
a «gestionar el riesgo» y a tomar decisiones sobre bases probabilísticas, no significa que las socieda-
des contemporáneas desconfíen de las ciencias o dependan menos de ellas, sino todo lo contrario, en 
este nuevo contexto, la necesidad de contar con una «masa crítica» de capital humano avanzado se 
torna crucial. Dichas personas, conocedoras de lo que se sabe y lo que se desconoce en una determi-
nada disciplina, son indispensables en la discusión de políticas públicas, muy especialmente cuando los 

elementos científicos que las inspiran son debatibles.

Tal como señalan David y Foray (2002), la importancia estratégica del conocimiento y la innovación no 
es un fenómeno nuevo. Desde las corporaciones de la Edad Media hasta las empresas internacionales 
surgidas a inicios del siglo XX, los casos de éxito comercial y prosperidad nacional se han asociado a 
la capacidad de generar conocimientos y usarlos para mejorar la eficiencia de los procesos productivos 
y la calidad de los productos. Por lo tanto, la principal novedad asociada a la globalización ha sido la de 
incrementar considerablemente la competencia entre los países y con ello forzar una aceleración del 
ritmo innovador, y, por consiguiente, de la producción de conocimientos científicos y tecnológicos útiles 
al sector productivo y de servicios. Paralelamente, la disponibilidad de recursos naturales ha ido 
perdiendo la importancia que tuvo anteriormente para las economías nacionales, y es reemplazada, en 
gran medida, por el capital intangible del conocimiento y la capacidad de las personas para crearlo. Por 
esta razón, la época actual ha sido bautizada como la «era del conocimiento».
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Chile en una encrucijada

En sus discursos y anuncios, las autoridades de 
sucesivos gobiernos han planteado la gran tarea de 
transformar a Chile «en un país plenamente desa-
rrollado», destacando la importancia de la genera-
ción de conocimiento y de la innovación para la 
consecución de ese objetivo. En su programa de 
gobierno, Michelle Bachelet (2016) planteó la nece-
sidad de impulsar «un fuerte incremento en el 
fomento a la ciencia, la investigación y la formación 
de recursos humanos avanzados» y «generar 
incentivos para que los actores del sistema incre-
menten sus esfuerzos en materia de innovación y 

los orienten hacia objetivos relevantes de desarrollo nacional». Lo anterior con miras a lograr «que Chile 
se convierta en un país en que el conocimiento y la innovación sean palancas reales de un desarrollo 
dinámico,inclusivo y sustentable».

Por su parte, el actual mandatario, Sebastián Piñera, enfatizó la necesidad de «sentar las bases para 
transformarnos en una sociedad de innovadores y emprendedores basados en el uso de nuevas 
tecnologías, crear las condiciones para que Chile pueda insertarse exitosamente en la cuarta revolución 
industrial, a partir del desarrollo de nuevos modelos de producción basados en la economía del 
conocimiento, dar un fuerte salto en materia de ciencia y digitalizar nuestra economía como fuente de 
mayor productividad y de mejor calidad de vida para los ciudadanos» (2018).

Pero a lo enunciado en ambos gobiernos no ha seguido una estrategia de carácter nacional. Creemos 
que, para cumplir con esas promesas, se requiere de la elaboración de un plan nacional de ciencia, 
tecnología e innovación, que defina objetivos, plazos, instrumentos y las inversiones necesarias para 
cerrar las brechas actuales. De hecho, excepto por la reciente creación del Ministerio de Ciencia, 
Tecnología, Conocimiento e Innovación, cuya presencia aún no se ha dejado sentir con respecto a las 
“macropolíticas” de Estado, el panorama de la ciencia y la innovación ha permanecido prácticamente 
estático durante la última década. Lo anterior ha movido a la comunidad científica a manifestar 
públicamente, y en reiteradas ocasiones, su preocupación y desconcierto (Hidalgo y otros, 2019).

De acuerdo con Global Competitiveness Report 2019, que valora la capacidad de innovación de los 
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países, Chile muestra indicadores descendidos en innovación en el mercado laboral, adopción de 
tecnologías de información y comunicación, educación, habilidades y salud, que son los que empeoran 
su capacidad de innovación respecto a los datos de 2018. La más baja performance de Chile está 
relacionada al ecosistema de innovación. 

Hace medio siglo, una estrategia de desarrollo nacional basada en una fuerte inversión en educación y 
ciencia podría haber conducido a Chile por el camino que ha recorrido Corea del Sur o Singapur. Hoy, 
una alternativa posible sería intentar un esquema de desarrollo en las líneas del «modelo australiano». 
Australia es un país próspero, de 24 millones de habitantes, con un PIB per cápita superior a USD 55 
mil y una economía basada en la exportación de productos derivados de la minería y de la agricultura. 
Otros rubros importantes son el turismo y las finanzas. Por más de dos décadas, esta nación ha 
mantenido una tasa anual de crecimiento sobre el 3 %, periodo en el cual no ha sufrido ningún episodio 
de recesión. Su actual nivel de inversión en investigación y desarrollo equivale al 1,9 % del PIB y, en 
2018, esto representó una inversión equivalente a USD 6.528 millones. En el mismo período,
la inversión de nuestro país bordeó los USD 900 millones (OCDE, 2018a).

De hecho, destaca de Australia la alta prioridad que tiene la calidad de su sistema educativo. Es 
particularmente notable el caso de la educación superior, cuyo prestigio ejerce una gran atracción en 
los estudiantes extranjeros, al punto de constituir una importante fuente de divisas. En consonancia con 
esta realidad, la educación terciaria, la investigación y la innovación son consideradas cruciales para el 
futuro del país y, en consecuencia, son actores de primera línea en la estrategia australiana de 
desarrollo (Dawkins, 2019).

Lo antes descrito contrasta fuertemente con la situación de Chile donde, tanto la educación terciaria, 
como la generación de conocimiento, no ocupan papeles centrales en una estrategia nacional de 
desarrollo. Tal como señala el Informe del Consejo de CONICYT 2015-2018 (CONICYT, 2018), para 
abordar el desafío de una política de formación de capital humano avanzado es necesario, en primer 
lugar, trabajar sobre la base de la visión de un sistema de ciencia, tecnología e innovación. Ese 
elemento es indispensable para que exista coherencia general de las políticas orientadas a fortalecer 
las capacidades científicas, tecnológicas y de innovación y, sobre esas bases, determinar las brechas 
de capital humano.

Dada la falta de esta mirada, es comprensible el grado de descoordinación, duplicidad de iniciativas e 
improvisación que ha existido en nuestro país en los ámbitos de las ciencias, de la educación terciaria 
y de la vinculación entre ambas. Probablemente, las cosas se hubieran hecho mejor de haber existido 
políticas de Estado en estas materias.  Ante la carencia de ese marco programático general, el proyecto 
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de desarrollo de nuestro país parece limitarse a «hacer mejor y con mayor equidad, más de lo mismo». 
En este sentido, en la práctica, las políticas que orientan al sistema de educación superior chileno son 
las de mejorar su tarea formativa y servir como instrumento de movilidad social. Esta falta de horizonte 
de mediano y largo plazo, como componente fundamental de un plan nacional de desarrollo, ha resulta-
do llamativa para los expertos de la OCDE. En sus informes sobre la educación superior chilena la han 
considerado una «tarea pendiente», refiriéndose a este vacío conceptual como: «[la necesidad de] 
desarrollar una visión integral y coherente para el futuro de la educación terciaria, que oriente las futuras 
políticas de desarrollo a mediano y largo plazo» (OCDE, 2018a). En consonancia con recomendaciones 
previas de la misma organización, esas políticas «deben estar alineadas con los objetivos sociales y 
económicos nacionales. Idealmente, debería ser el resultado de una revisión estratégica nacional 
sistemática de la educación terciaria y conllevar una declaración clara de los objetivos estratégicos» 
(Santiago y otros, 2008). La estrategia nacional debiera tener un correlato con el desarrollo de una 
orgánica que brinde sustentabilidad a la implementación de las políticas públicas nacionales.

En los últimos 30 años, algunos de los pasos que ha dado Chile en el ámbito del desarrollo científico 
incluyen la creación en 1991 del Programa FONDEF de CONICYT, la creación en 2004 del Fondo 
Innova de CORFO, del Consejo Nacional de Innovación el 2005, el nacimiento de INAPI en 2009, la 
promulgación de Ley Incentivo I+D en  2012 y la creación, en 2018, del Ministerio de Ciencia, 
Tecnología, Conocimiento e Innovación, que redunda en que finalmente CONICYT (MINEDUC) derive 
en ANID para administrar y ejecutar los programas e instrumentos destinados a promover, fomentar y 
desarrollar la investigación en todas las áreas del conocimiento, el desarrollo tecnológico y la 
innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio de 
Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Lo que ha faltado en todas estas iniciativas ha sido, 
precisamente, una coherencia estratégica y su articulación, por un lado, con un sistema de educación 
fortalecido desde sus bases y, por otro, con una política nacional de ciencia, tecnología e innovación 
que trascienda a los gobiernos de turno.

Adicionalmente a lo anterior, sin duda, una de las manifestaciones más patentes y lesivas de lo antes 
expuesto es la insuficiente inversión pública y privada en ciencia e innovación financiamiento y la baja 
capacidad de nuestro sistema de educación superior para formar capital humano avanzado. Esto ha 
sido destacado por expertos de la OCDE en el documento Revisión de Políticas Nacionales de 
Educación. La Educación Superior en Chile, de 2009, donde se señala la carencia de investigación y 
desarrollo de alta calidad, y el bajo nivel de inversión en investigación y en políticas educativas.  
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Los protagonistas de la globalización

Actores principales en la era de la globalización y del conocimiento han sido las empresas 
transnacionales o multinacionales. Hasta fines del siglo pasado, encabezaban este grupo las grandes 
compañías energéticas, manufactureras y bancarias, pero, evidenciando el dinamismo de la 
globalización y la importancia de la tecnología de la información, durante el presente siglo, esas 
empresas han cedido el liderazgo a aquellas del rubro informático, encabezadas por Apple, seguida por 
Microsoft y Facebook. A este grupo también pertenece Amazon, la empresa líder de las ventas online 
(Standard & Poor's Financial Services, 2019).

Sin perjuicio de que los gigantes tecnológicos antes mencionados y otras grandes multinacionales 
—notablemente, la industria farmacéutica— cuentan con sus propios centros de investigación y 
desarrollo, los pilares que sostienen a las economías del conocimiento son los sistemas educativos de 
los respectivos países, que forman a sus fuerzas de trabajo. En ellos, los sistemas educativos son uno 
de los grandes ejes de los programas de desarrollo, comenzando con una matrícula muy alta en la 
educación pre-básica. La educación superior tiene un papel estratégico fundamental, por una parte, 
porque forma los maestros del sistema pre-escolar y escolar básico y medio y, por otra, por su 
capacidad de generar y transferir conocimientos y formar profesionales y capital humano avanzado. 
Esta realidad se expresa en el aforismo de Altbach (2005): «No existen países de clase mundial sin 
universidades de clase mundial» y es refrendado por las ubicaciones de liderazgo que ocupan, en los 
rankings mundiales, las instituciones de educación superior de las «economías del conocimiento».

Ya sea mediante alianzas con instituciones de educación superior o centros de investigación no 
universitarios, incluyendo los propios, las empresas o sectores productivos de las economías del 
conocimiento reinvierten un porcentaje significativo de sus utilidades en el financiamiento de 
actividades de investigación orientadas a la innovación. A esto se suma la investigación que realizan en 
esos países las instituciones de educación superior y las entidades estatales de investigación, como el 
instituto Max Planck en Alemania, el Centro Nacional para la Investigación Científica (CRNS por sus 
iniciales en francés) en Francia, la Organización de Investigación Científica e Industrial del 
Commonwealth de Australia o la Academia de Ciencias de la República Popular China, entre otros. En 
su conjunto, todas estas instituciones e instancias académicas, estatales y empresariales, conforman 
la plataforma de investigación, desarrollo e innovación con la que cuenta cada «economía del 
conocimiento».

La importancia y prioridad que las actividades de investigación y desarrollo revisten para los diversos 
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países se refleja en el porcentaje del PIB destinado a financiarlas y en el porcentaje de investigadores 
y capital humano avanzado que integra su fuerza de trabajo en todos los sectores.  En el caso de Chile, 
el cruce de ambos indicadores lo sitúan muy lejos de las «economías del conocimiento». Con una 
inversión en ciencia y tecnología equivalente al 0,35% del PIB (2019), nuestro país se ubica en el 
penúltimo lugar de los países de la OCDE que, en promedio, invierten un 2,38 % del PIB en esas áreas, 
y a gran distancia de Israel y Corea del Sur, que lideran las inversiones de este tipo con 4,25 % y 
4,23 % del PIB, respectivamente (Unesco, 2019; Ministerio de Economía, 2019). Igualmente, con solo 
un investigador por cada mil trabajadores, Chile ocupa los últimos lugares entre los países de la  OCDE 
cuyo valor promedio es de 7,7 investigadores por cada mil trabajadores (Ministerio de Economía, 2019). 
Esta última cifra es muy preocupante porque, en último término, los auténticos protagonistas de la 
generación de conocimientos y de la innovación son las personas. La multitud de mujeres y hombres 
que se plantean problemas, se hacen preguntas y trabajan para responderlas.
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Formación de capital humano avanzado en 
Chile
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Para nuestro país, lograr que su fuerza de trabajo 
pueda contar con una «masa crítica» de capital 
humano avanzado representa un enorme y urgente 
desafío. Aunque durante la última década el número 
de programas doctorales que ofrecen las universi-
dades chilenas ha experimentado un 
crecimiento dinámico, las cifras totales revelan que 
el país todavía se encuentra en una etapa que 
podría denominarse «inicial». De las sesenta y una 
universidades vigentes (contando algunas en 
proceso de cierre), solamente cuarenta y seis tienen 

acreditación institucional y de ellas, veintiocho ofrecen programas doctorales acreditados. Estos se 
concentran en las universidades de Chile, Católica de Chile y de Concepción que, en conjunto, acumu-
lan una oferta de más de cien programas de ese tipo. Al respecto, es importante tener en cuenta que 
solamente ocho instituciones, incluyendo las antes mencionadas, ofrecen más de siete programas 
doctorales y que el promedio del número de programas acreditados ofrecido por las veintiuna universi-
dades restantes es apenas de 2,7 (CNA, 2019). En 2018, estos programas graduaron un total de ocho-
cientas cuarenta personas o 47,2 por millón de habitantes: En el mismo año Australia graduó 8.400 
doctores, lo que representa un total aproximado de 336 nuevos doctores por millón de habitantes.

Proyectando a futuro la diferencia acumulada de las cifras anteriores se comprende el retraso relativo 
que está sufriendo nuestro país y la escasa presencia de capital humano avanzado, tanto en las institu-
ciones de educación superior, como en las empresas y en las reparticiones públicas. Creemos que este 
es uno de los principales «cuellos de botella» de nuestro desarrollo y, desgraciadamente, no pareciera 
haber conciencia de ello en nuestro liderazgo político y social.

Cuando se enfrentan grandes tareas hacia el futuro, siempre ayuda hacerlo con una perspectiva 
histórica. En este caso, es ilustrativo conocer cómo nuestro país alcanzó las cifras actuales de 
programas de doctorado y de candidatos al grado de doctor. El primer doctorado creado en Chile data 
de 1935, cuando la, entonces, Universidad Católica de Chile —hoy Pontificia— fundó su Facultad de 
Teología. Una de las disposiciones canónicas para esos efectos era contar con un programa de 
doctorado en esa área. Este hecho fue claramente extemporáneo, ya que pasaron más de tres décadas 
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antes de que se iniciara lo que ha sido considerada para nuestro país como la «etapa fundacional» de 
este tipo de programas, a fines de los años sesenta (Devés y Marshall, 2008; Baeza, 2018). Durante 
ese largo período de «pausa fundacional» las universidades enviaron a sus académicos a graduarse en 
instituciones de educación superior de Estados Unidos y Europa occidental.

Según Devés y Marshall (2008), esa primera etapa fundacional transcurre entre 1968 y 1982, 
concentrándose la oferta de programas de doctorado en el área de ciencias naturales y exactas 
(química, física, biología y matemáticas), cuya base académica eran los profesores formados en el 
extranjero. Hacia el final de esta etapa, el total nacional de candidatos al grado de doctor bordeaba los 
cien estudiantes (Baeza, 2018).

La segunda etapa histórica de los doctorados chilenos ocupa las décadas de los ochenta y noventa, en 
el contexto de una gran expansión del sistema chileno de educación superior, y está marcada por el 
impulso que significaron dos programas de la Comisión Nacional de Investigación Científica y 
Tecnológica (CONICYT). Estos fueron el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico 
(FONDECYT) y el Programa de Formación de Capital Humano Avanzado” (Becas CONICYT). 
El primero financiaba proyectos de investigación, mientras que el segundo, mediante los programas 
Tesis de Doctorado y Término de Tesis de Doctorado, financiaba a estudiantes de doctorado. Entre 
1990 y 2000, CONICYT aportó 588 becas mediante el primer programa mientras que con el segundo 
pudo financiar 548 becas (en el periodo 1988-1998), todas ellas para programas nacionales, 
mayoritariamente en ciencias naturales e ingeniería. En esta etapa, la matrícula de los programas de 
doctorado se expandió de forma muy acelerada, registrándose, en sus inicios, 97 estudiantes y en su 
culminación 643 (Baeza, 2018).

La tercera etapa de desarrollo, que dura hasta la actualidad, se inició con la puesta en marcha del 
programa Mejoramiento de la Calidad y de la Equidad de la Educación Superior Chilena (MECESUP), 
en 1999, y se potenció considerablemente con el Programa “Becas Chile”, creado en 2008 (ver más 
abajo). Durante este lapso, a pesar de que no tenían acceso a fondos del MECESUP, las universidades 
creadas en los años ochenta, aportaron cuarenta programas de doctorado. De esta manera, 
demostraron que algunas ya contaban con núcleos de investigadores capaces de sustentar programas 
de ese tipo. Reflejando este período de crecimiento, que aún no ha perdido dinamismo, la matrícula de 
los doctorados creció desde setecientos noventa y dos estudiantes en 1999, a más de seis mil en 2019 
(SIES, 2019).

El Programa Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación Superior MECESUP

El programa MECESUP marca un hito en el camino hacia la formación de una sociedad del 
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conocimiento. Esta iniciativa, motivada por una visión a largo plazo y caracterizada por una ejecución 
transparente y de calidad, fue una gran promotora de la creación de programas de doctorado. Mediante 
sus líneas de incorporación de académicos, creación y ampliación de infraestructura y fortalecimiento y 
creación de programas, la oferta de doctorados aumentó exponencialmente, duplicándose su número 

a nivel nacional en un lapso de 10 años desde su puesta en marcha. Por esta razón, merece una 
revisión en mayor profundidad.

En 1998, el gobierno de Chile acordó con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF, 
Banco Mundial), el diseño y puesta en marcha de ese programa. Financiado en parte por el Banco 
Mundial, tuvo como objetivo central el mejoramiento de la calidad y equidad del sistema de educación 
superior del país. Durante su vigencia, que comienza en 1999 y llega hasta el presente, esta iniciativa 
ha tenido tres ciclos. El primero, que cubre el período 1999- 2005, se orientó a la mejora de la 
infraestructura de las instituciones de educación superior mediante la creación de un Fondo 
Competitivo. Esto permitió la creación de infraestructura tecnológica, servicios de apoyo a la docencia, 
servicios estudiantiles diversos, renovación y construcción de bibliotecas y salas de clase, etc. En la 
gran mayoría de los casos, estos cambios mejoraron considerablemente los estándares de los 
programas de estudio de pregrado.

El Fondo Competitivo era concursable y sus asignaciones se hicieron considerando, únicamente, los 
méritos de cada proyecto, lo que representó el abandono de los criterios de asignación históricos, 
basados en consideraciones de diversa índole y carentes de transparencia. Esto fue una novedad que, 
inevitablemente, generó algunas tensiones.

Otro logro relevante del primer ciclo fue el diseño e implementación experimental de un proceso 
voluntario de acreditación institucional y de programas de estudio que, posteriormente, tuvo continuidad 
en la creación del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad.

Del mismo ciclo, también destaca el sistema estricto de rendición de los fondos obtenidos (que 
contribuyó a instalar una cultura de accountability en el sistema), la expansión del ingreso a estudios 
superiores de estudiantes provenientes de sectores postergados, el mejoramiento de la calidad y 
pertinencia de los programas de estudio, el fortalecimiento de la capacidad de gestión institucional y la 
contratación de académicos con el grado de doctor. Con respecto a esto último, MECESUP favoreció la 
creación y fortalecimiento de programas de postgrado en áreas de menor desarrollo académico, como 
las ciencias sociales, educación, artes y humanidades. Durante este lapso, benefició a cuarenta 
programas de doctorados en funcionamiento, veinticuatro programas en formación y promovió la 
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creación de cinco redes de programas. Del total invertido por el Fondo Competitivo en esta etapa, se 
estima que, en el periodo 1999-2015, aproximadamente USD 100 millones fueron destinados al 
mejoramiento y fortalecimiento de programas doctorales (Baeza, 2018).

El segundo ciclo abarcó el período 2005-2011 y su eje prioritario fue la reforma curricular del pregrado 

 y la innovación en los métodos de enseñanza. Como hecho significativo, inauguró los Convenios de 
Desempeño en un número limitado de universidades estatales. El Fondo Competitivo fue reemplazado 
por el Fondo de Innovación Académica (FIAC) como único mecanismo competitivo de asignación de 
recursos. Entre sus logros se cuenta haber influido apreciablemente a asentar, en la educación 
terciaria, la cultura de la calidad e innovación, y permitir un escalamiento de los fondos e instrumentos 
competitivos de asignación de recursos. Entre sus iniciativas menos logradas destaca las dificultades 
del instrumento para tratar materias institucionales complejas, incluyendo la planificación estratégica, la 
gestión institucional, el seguimiento y la evaluación de las medidas adoptadas, la evaluación de los 
resultados del aprendizaje y el seguimiento de los egresados. Con respecto a los programas doctorales, 
durante este ciclo fueron creados cerca de ochenta programas.

La tercera fase del programa o MECESUP 3 —iniciada en 2012— tuvo como objetivo mejorar la calidad 
y la relevancia de la educación superior a través de la ampliación del sistema de financiamiento basado 
en resultados. Asimismo, pretendió hacer del financiamiento por resultados un rasgo estándar del 
sistema de financiamiento de las instituciones de educación superior chilenas. En régimen de 
escalamiento, estuvo orientado a la gestión del cambio en las instituciones de educación superior 
beneficiadas, enfocándose en tres áreas: a) Mejoramiento del aprendizaje (aumentar en cantidad, 
calidad y capacidad el capital humano para docencia e investigación) y desarrollo de nuevos programas 
de estudio en áreas estratégicas; b) Incremento de la eficiencia de la educación terciaria para promover 
modelos educacionales innovadores, proveer educación remedial a los estudiantes, integrar 
tecnologías en la experiencia de aprendizaje y facilitar la articulación de la educación técnica con la 
universitaria; y c) Mejoramiento de la capacidad de gestión institucional.

El programa Becas Chile de CONICYT

El programa Becas Chile —hasta antes de la creación del Ministerio de Ciencias, Tecnología, 
Conocimiento e Innovación, su nueva entidad sostenedora— dependió del Ministerio de Educación. 
Según consta en documentos oficiales, tiene como finalidad «insertar a nuestro país en la sociedad del 
conocimiento y dar, así, un impulso definitivo al desarrollo económico, social y cultural de Chile» 
mediante el otorgamiento de becas para realizar estudios y estadías de perfeccionamiento en el 
extranjero. En la actualidad, con el concurso de proyectos” Becas Chile Crea” también ha ampliado su 
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10
campo de acción al financiamiento de proyectos de formación académica de finalización de doctorado, 
magíster, diplomados, postítulos, seminarios y congresos.

El programa Becas Chile fue creado en 2008, mediante Decreto Supremo N.° 664 del Ministerio de 
Educación, que señala como su propósito principal «asignar becas de estudio o investigación en todas 
las áreas del conocimiento y en cualquier país del mundo, excepto Chile». El mismo decreto enumera 
la variedad de estudios que pueden ser beneficiados por el programa. Estos incluyen doctorado, 
posdoctorado, magíster, magíster para profesionales de la educación, pasantías doctorales, 
subespecialidades médicas, pasantías de matemáticas y ciencias y estudios de un semestre en el 
extranjero para estudiantes de pedagogía en inglés.

Tal como ha sido comentado extensamente en el informe Formación de capital humano en Chile 
(CONICYT, 2013), la creación de este programa respondió a la necesidad de «poner orden» en el 
sistema de becas para estudios en el exterior financiadas por el Estado. Antes de 2008, existían las 
becas Presidente de la República, otorgadas por MIDEPLAN; el programa de becas internacionales de 
CONICYT; y otros programas de menor envergadura coordinados por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y el Consejo de la Cultura y de las Artes. A las anteriores, se sumaron las becas de postgrado 
incluidas en el programa MECESUP. Aparentemente, en la decisión de crear Becas Chile influyeron tres 
aspectos. En primer término, la necesidad de racionalizar un sistema nacional de becas de postgrado 
que adolecía de dispersión y descoordinación. En segundo lugar, las recomendaciones del Consejo 
Nacional de Innovación para la Competitividad, organismo que, en 2007 y 2008, en sendas 
publicaciones, proponía al Estado avanzar hacia la transformación de Chile en una economía del 
conocimiento mediante el desarrollo de tres líneas de acción: la formación de capital humano, la ciencia 
y la innovación empresarial. Por último, el erario fiscal disponía de una importante reserva de divisas 
provenientes de la minería del cobre.

No obstante, como otra evidencia de la falta de estrategias nacionales respecto a cómo avanzar hacia 
el «pleno desarrollo», la creación del programa Becas Chile no contó con el respaldo de un documento 
que presentara, sobre bases empíricas, un diagnóstico de la magnitud y causas del retraso en la 
formación de capital humano avanzado que el mismo pretendía resolver o aminorar, las razones para 
la elección de estrategias y sus metas y plazos. Es necesario destacar este hecho porque es un 
doloroso ejemplo de las políticas públicas basadas en intuiciones y apriorismos que, durante el último 
medio siglo, han sido la tónica en materias de educación superior; incluyendo la reciente reforma a la 
educación superior, cuyas dificultades de implementación revelan sus debilidades conceptuales e 
incongruencias. 

Desde la perspectiva de las universidades y comunidades científicas, el aspecto más criticable de 

15 16



10 11
Becas Chile fue el limitar su campo de acción exclusivamente a la «formación de capital humano en el 
extranjero». Obviamente, lo categórico de esta afirmación subentiende que, en general, estos son de 
mejor calidad que los programas nacionales, consideración que, a su vez, abre un abanico de 
complejas interrogantes. En este sentido, parece legítimo que el Estado quiera complementar la 

formación local de doctores como una forma de incrementar su número en un menor plazo, pero, 
obviamente, fue una decisión tomada sin considerar sus consecuencias para el sistema de educación 
superior chileno. Por una parte, resulta lógico que exista la posibilidad de formar doctores en el 
extranjero en áreas que en nuestro país tienen escaso desarrollo. No obstante, financiar estudios en el 
extranjero en áreas temáticas cultivadas en Chile por programas nacionales de calidad internacional, 
atenta directamente contra el desarrollo de nuestras universidades y de la ciencia y, por lo tanto, resulta 
negativo para el desarrollo científico del país. 

Otro aspecto que ha suscitado polémica es la ampliación de las líneas de trabajo de Becas Chile con 
relación a la formación de capital humano avanzado. Aunque la mayor parte de su financiamiento es 
destinado a programas de magíster y doctorados, es decir a la formación de expertos e investigadores, 
existe menor claridad sobre la proyección de las otras áreas y perfiles profesionales beneficiados.

Desde el punto de vista de su impacto en la disponibilidad de doctores, las cifras indican que Becas 
Chile está aportando una proporción significativa de los nuevos graduados. Por ejemplo, en 2015, se 
graduaron en el extranjero trescientos treinta y siete becarios CONICYT, trescientos ochenta y cuatro 
becarios CONICYT en programas nacionales y un adicional de trescientos ocho doctores graduados en 
el país, pero financiados por otros medios.

Pese a que este programa ha generado un número importante de graduados, un informe preparado por 
la OCDE, en conjunto con el Banco Mundial , revisa la iniciativa señalando en sus conclusiones cuatro 
preocupaciones relacionadas con el foco y operatividad de dicho programa. Este reporte sugiere un 
enfoque selectivo acorde con las prioridades establecidas por el Consejo Nacional de Innovación para 
la Competitividad (CNIC), así como también estrategias para atraer y reinsertar a los graduados a Chile 
en actividades productivas.

²

²  Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (Banco Mundial) y OCDE (2011). Revisión de Políticas Nacionales de 
Educación. Programa de Becas Chile. Disponible en: https://bit.ly/2VqIh7n
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Hacia una economía del conocimiento

1 ����

�����������

O

Teniendo presente las enseñanzas que deja la historia de los 
programas de doctorado en nuestro país y el desafío que 
implica diseñar y construir un futuro en el que Chile se trans-
forma en una sociedad del conocimiento, surge la pregunta: 
¿Cómo se transita desde una sociedad del conocimiento a 
una «economía del conocimiento»? Se diría que son mani-
festaciones de un proceso único. Es un cambio de cultura 
resultante de los conocimientos y competencias que adquie-
ren los ciudadanos en los sistemas educativos. Al respecto, 
reflexionando sobre la dinámica que impulsa a las econo-
mías del conocimiento, Etzkowitz y Leydesdorff (2000) 

propusieron un modelo que ha tenido gran aceptación e influencia. Inspirándose en la estructura helicoi-
dal del ADN, compuesto por tres elementos de naturaleza distinta, estos autores reseñaron los meca-
nismos que hacen posible el surgimiento de «economías del conocimiento» como las resultantes de las 
interacciones mutuas de tres actores: las universidades, el sector industrial y el Estado

Conforme aumentan las interacciones de esa tríada, las instituciones de educación superior 
(universidades y pokitécnicos) transfiere a la industria los resultados de investigaciones. Esos 
conocimientos son aplicados para desarrollar nuevos productos y servicios o mejorar la eficiencia 
productiva. Esto hace más competitivas a las empresas, es decir; más rentables, lo que —a escala 
nacional y global— determina la prosperidad de esos países. Por su parte, el Estado actúa como 
catalizador de las relaciones entre las universidades y las empresas, y aporta, para ello, un contexto 
regulatorio adecuado junto con diversos incentivos. Este sería, por lo tanto, el «ADN» de las economías 
del conocimiento, una dinámica puesta en marcha en Estados Unidos, durante los años setenta y 
ochenta, con el surgimiento de la denominada «universidad emprendedora» (Etzkowitz y otros, 2008), 
vale decir, aquella que interactúa intensamente con el sector industrial y obtiene de ello beneficios 
académicos y económicos (Clark, 1998). Coincidiendo con este cambio de paradigma, surgió el 
concepto de la «tercera misión», de las universidades, sumada a las de enseñanza e investigación 
propias de la universidad humboldtiana (Zawdie, 2010).

Tal como señala González (2009), el núcleo del modelo de la triple hélice es la propagación del conoci-
miento en la sociedad y la vinculación innovadora de los sistemas de educación superior con el sector 
empresarial. Esto último posibilita la «capitalización del conocimiento» y, simultáneamente, la «cogniti-
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vización del capital». De ahí que el capital financiero surja sobre el capital social e intelectual acumula-
do, y que estos se redefinan en tanto las instituciones de educación superior interactúan más intensa-
mente con las industrias y los gobiernos.

Sin desconocer los méritos del enfoque anterior, es necesario aclarar que alcanzar el pleno desarrollo 
no se limita a un mero proceso técnico-económico para generar prosperidad. Por lo contrario, se trata 
de lograr un estado en el cual una sociedad, sobre la base de un desarrollo económico exitoso, mejora 
de manera integral las condiciones de vida de sus miembros. En este sentido, lograr el pleno desarrollo 
no se limita a asegurar a todos los recursos necesarios para cubrir sus necesidades básicas, sino 
también significa el acceso a los sistemas de salud y educación, plenas libertades políticas y culturales, 
así como la posibilidad de cultivar sus intereses y desarrollar sus potencialidades productivas y 
creativas, entre otras cosas. Desde este enfoque, todo el conocimiento y todos los saberes son 
importantes para la construcción de ese tipo de sociedad.

Poniendo en paréntesis, para efectos de este análisis, el impacto de la pandemia por SARS-CoV-2, 
cabe la pregunta: ¿Está Chile en condiciones de poner en movimiento, en las próximas décadas una 
triple hélice? Lamentablemente, de mantenerse las inercias culturales señaladas en secciones 
anteriores y el status quo en el ámbito educativo y científico, esa meta  parece inalcanzable. Por su 
naturaleza, la industria chilena ha crecido y prosperado importando tecnología y replicando procesos 
desarrollados en otros países. Esto vale tanto para las grandes empresas, que emplean un 20 % de la 
fuerza de trabajo, como para las medianas y pequeñas empresas, que utilizan el 80 % de la fuerza 
laboral restante. Aunque en Chile existen algunos ejemplos exitosos de innovaciones resultantes de 
alianzas entre una institución de educación superior y una empresa, son muy pocos los casos que 
pueden exhibir resultados relevantes y menos aún aquellos con proyección internacional. Un estudio 
reciente del Ministerio de Economía (2016) analizó la situación de la investigación en las empresas 
chilenas y concluyó que en este ámbito nuestro país tiene tres problemas básicos: 1) una baja inversión 
en investigación y desarrollo, 2) un reducido número de investigadores, y 3) un bajo número de 
doctores. Las cifras que respaldan estas afirmaciones son reveladoras. El aporte del sector empresarial 
a la inversión en investigación y desarrollo de Chile representa un 33 % del total, comparado con el 
promedio de los países de la OCDE que aportan un 68 %. El personal dedicado a actividades de 
generación de conocimientos e innovación es de 0,42 por cada mil empleados, mientras que el 
promedio OCDE es de 6,44.

A la desalentadora situación antes descrita se agregan otras complejidades. La primera, de orden 
probabilístico, se basa en la experiencia mundial relativa a innovaciones exitosas. Esta demuestra que 
el desarrollo de cualquier producto, sea este un fármaco o un detergente, requiere de una inversión de 
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tiempo y dinero considerablemente superiores a las posibilidades económico-financieras y al contexto 
temporal con que operan las empresas chilenas, particularmente las pequeñas y medianas. En gran 
medida, lo anterior explica la baja inversión en investigación y desarrollo del sector privado de nuestro 
país. También aporta luces sobre la situación de desvinculación entre las instituciones de educación 
superior y empresas, que el Estado no ha podido o no ha sabido resolver. En este ámbito, las iniciativas 
públicas han sido poco acertadas. Su historial ofrece ejemplos de duplicidad de programas, cambios 
frecuentes de prioridades, una sostenida baja inversión y algunos desaciertos llamativos. Entre estos 
últimos, el más notable continúa siendo la ausencia —por disposición reglamentaria— de representan-
tes de las universidades en el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, un organismo 
asesor del presidente de la República creado en 2005.

Por otra parte, la situación de la investigación que realizan las universidades tampoco es boyante. 
Después de tres décadas en las que el sistema universitario ha experimentado una expansión muy 
significativa, comparativamente, el quehacer científico solo muestra un crecimiento moderado. Como 
signos positivos, se registra un aumento en el porcentaje de académicos con doctorado contratados por 
las universidades y una duplicación de la producción científica expresada en la cantidad de 
publicaciones. Otro avance ha sido el aumento de la asociatividad y las redes de colaboración, tanto las 
interuniversitarias locales, como aquellas con universidades internacionales. Esto último ha sido 
favorecido por los contactos y lazos de amistad de los doctores beneficiados con el programa Becas 
Chile que han regresado al país. Otro factor de incremento en los lazos científicos internacionales ha 
sido la presencia de los centros con financiamiento basal de CONICYT y los núcleos e institutos Milenio 
de la Iniciativa Científica Milenio (iniciada originalmente en Mideplan, para luego pasar al Ministerio de 
Economía, Fomento y Turismo y finalmente al MinCTCI). Algunos de ellos han demostrado una calidad 
y productividad de alto impacto que resulta atractiva para la comunidad científica internacional.

Cabe destacar, en este contexto, que el indicador que durante las últimas décadas ha experimentado 
proporcionalmente mayor incremento es el número de las solicitudes de patentes de invención. En 
2000, el sistema universitario generó trece solicitudes de ese tipo, mientras que, a partir de 2014, el 
número anual ha superado las cien, con un máximo de ciento ochenta y uno en 2017.

No obstante, la situación general de la investigación en nuestro país continúa siendo modesta. Por lo 
menos en relación con los indicadores que ostentan las sociedades del conocimiento. Al respecto, es 
ilustrativo tener presente la antigua definición de «universidad de investigación» que usaba la Carnegie 
Foundation. Esta entidad incluía en esa categoría a las instituciones que graduaban anualmente 
cincuenta doctores en un arco de, a lo menos, quince disciplinas. Según este criterio, en la actualidad, 
Chile contaría solamente con tres instituciones consideradas de este tipo a nivel internacional: la 
Universidad de Chile, la Pontificia Universidad Católica de Chile y la Universidad de Concepción.
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El futuro de Chile pasa por un cambio de 
paradigma

En el contexto de un mundo globalizado, el gran desafío que enfrenta Chile para alcanzar niveles más 
altos de desarrollo social y económico es el de transformarse en una sociedad del conocimiento. Este 
cambio de paradigma implica, como uno de sus elementos axiales, mejorar considerablemente la 
calidad del sistema educativo, en todos sus niveles. Paralelamente, es necesario ampliar la capacidad 
científica del país, particularmente a nivel de la educación superior, con dos finalidades: generar conoci-
mientos que posibiliten la innovación tecnológica aplicable a la industria y la formación de capital 
humano, en todas las áreas disciplinarias. El déficit de personas con esos conocimientos y competen-
cias a nivel de las instituciones de gobierno, las empresas y los sistemas educativos constituye una 
debilidad estructural que mientras perdure impedirá que nuestro país pueda transformarse en una 
sociedad del conocimiento.

Dado que el capital humano avanzado se forma en las universidades y, concretamente, en los progra-
mas de postgrado —particularmente en los doctorados—, es necesario dotar a las universidades con 
los medios necesarios para crear nuevos programas y ampliar los existentes. Esto solo se puede lograr 
ampliando la cantidad de investigadores y dotarlos con los medios necesarios para investigar. De ahí, 
entonces, la necesidad de incrementar fuertemente la inversión en conocimiento, lo que, a su vez, impli-
ca invertir en educación superior. La internacionalización es un ámbito que puede potenciar este esfuer-
zo de dos maneras: a) mediante alianzas estratégicas internacionales en formación doctoral conjunta. 
Esta modalidad optimiza los recursos y permite la experiencia internacional de los doctorandos; y b) 
aprovechar el posicionamiento de Chile en Latinoamérica para que se transforme en un polo de atrac-
ción de talentos. Como lo muestra la experiencia internacional, dicha atracción es un motor enorme en 
la potenciación del sistema de ciencia e innovación. Para ello, se debe pensar de manera integral qué 
significa atraer talento, no solo en términos de becas y programas, sino también de capacidades de 
acogida, algo que en todos los países que se han transformado en polo de atracción ha sido fundamen-
tal para que pueda ocurrir.

En este sentido, son iluminadores los planteamientos del Consejo de CONICYT (2018) cuando indican 
que: «Para abordar el desafío de una Política de Formación de Capital Humano Avanzado, es necesa-
rio, en primer lugar, trabajar sobre la base de una visión de un sistema de ciencia, tecnología e innova-
ción, de modo tal de asegurar una coherencia general de las políticas orientadas tanto a la generación 
de capacidades científicas y tecnológicas, como de aquellas que promueven las actividades de investi-
gación, desarrollo e innovación propiamente tales, de manera individual o asociativa, ya sea basadas 



campo de acción al financiamiento de proyectos de formación académica de finalización de doctorado, 
magíster, diplomados, postítulos, seminarios y congresos.

El programa Becas Chile fue creado en 2008, mediante Decreto Supremo N.° 664 del Ministerio de 
Educación, que señala como su propósito principal «asignar becas de estudio o investigación en todas 
las áreas del conocimiento y en cualquier país del mundo, excepto Chile». El mismo decreto enumera 
la variedad de estudios que pueden ser beneficiados por el programa. Estos incluyen doctorado, 
posdoctorado, magíster, magíster para profesionales de la educación, pasantías doctorales, 
subespecialidades médicas, pasantías de matemáticas y ciencias y estudios de un semestre en el 
extranjero para estudiantes de pedagogía en inglés.

Tal como ha sido comentado extensamente en el informe Formación de capital humano en Chile 
(CONICYT, 2013), la creación de este programa respondió a la necesidad de «poner orden» en el 
sistema de becas para estudios en el exterior financiadas por el Estado. Antes de 2008, existían las 
becas Presidente de la República, otorgadas por MIDEPLAN; el programa de becas internacionales de 
CONICYT; y otros programas de menor envergadura coordinados por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y el Consejo de la Cultura y de las Artes. A las anteriores, se sumaron las becas de postgrado 
incluidas en el programa MECESUP. Aparentemente, en la decisión de crear Becas Chile influyeron tres 
aspectos. En primer término, la necesidad de racionalizar un sistema nacional de becas de postgrado 
que adolecía de dispersión y descoordinación. En segundo lugar, las recomendaciones del Consejo 
Nacional de Innovación para la Competitividad, organismo que, en 2007 y 2008, en sendas 
publicaciones, proponía al Estado avanzar hacia la transformación de Chile en una economía del 
conocimiento mediante el desarrollo de tres líneas de acción: la formación de capital humano, la ciencia 
y la innovación empresarial. Por último, el erario fiscal disponía de una importante reserva de divisas 
provenientes de la minería del cobre.

No obstante, como otra evidencia de la falta de estrategias nacionales respecto a cómo avanzar hacia 
el «pleno desarrollo», la creación del programa Becas Chile no contó con el respaldo de un documento 
que presentara, sobre bases empíricas, un diagnóstico de la magnitud y causas del retraso en la 
formación de capital humano avanzado que el mismo pretendía resolver o aminorar, las razones para 
la elección de estrategias y sus metas y plazos. Es necesario destacar este hecho porque es un 
doloroso ejemplo de las políticas públicas basadas en intuiciones y apriorismos que, durante el último 
medio siglo, han sido la tónica en materias de educación superior; incluyendo la reciente reforma a la 
educación superior, cuyas dificultades de implementación revelan sus debilidades conceptuales e 
incongruencias. 

Desde la perspectiva de las universidades y comunidades científicas, el aspecto más criticable de 
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 sobre las definiciones de las propias comunidades científicas o bien orientadas por desafíos derivados 
de las diversas preocupaciones de la sociedad».

Creemos que idealmente esa tarea debiera ser parte de un Plan Nacional de Desarrollo, que contemple 
las políticas de Estado pertinentes, con horizontes de largo y mediano plazo y evaluaciones anuales de 
sus avances. En esta línea, es necesario articular un sistema nacional de innovación y, por consiguien-
te, crear una institucionalidad que coordine sus actores. El número reducido de investigadores activos, 
tanto en el sector empresarial como en las reparticiones estatales, podría alzarse como el principal 
obstáculo inicial.  Una recomendación que se desprende de las experiencias de países desarrollados 
es la adopción del desafío de vinculación Universidad, Empresa y Estado. Se necesita un cambio cultu-
ral desde las instituciones educativas y la alta gerencia de las industrias. Asimismo, se requiere de un 
Estado que establezca estrategias de largo plazo, que fomente el ecosistema de innovaciones, median-
te el desarrollo redes efectivas, e impulsando la descentralización, a través de estrategias que trascien-
dan la política de un gobierno en particular. 

Es importante señalar que esta política de Estado debe articular no tan solo al Ministerio de Educación 
con el recién conformado Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación; para crear un 
avance significativo hacia una sociedad del conocimiento, por lo que se debe incorporar a los ministe-
rios de Economía, Hacienda y Desarrollo Social.

Asimismo, se debe evaluar una política de fomento de la creación y mejora de programas de doctorado, 



16 17

22

particularmente en las universidades públicas y privadas con sedes regionales, ampliando y diversifi-
cando la oferta, que actualmente se concentra en tres universidades (Universidad de Chile, Pontificia 
Universidad Católica de Chile y Universidad de Concepción). 

Finalmente, queremos concluir con la respuesta a una de las preguntas planteadas en nuestras sesio-
nes de trabajo conjunto: ¿Cómo se transita desde una sociedad del conocimiento a una «economía del 
conocimiento»? Es algo que ocurre en las naciones inevitablemente cuando superan determinados 
niveles de desarrollo y que es impulsado, indudablemente, por la fuerza del conocimiento que los ciuda-
danos proponen y que logran traspasar, desarrollar y crear en los sistemas educativos nacionales. En 
otras palabras, «un país es lo que la gente sabe».
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Teniendo presente las enseñanzas que deja la historia de los 
programas de doctorado en nuestro país y el desafío que 
implica diseñar y construir un futuro en el que Chile se trans-
forma en una sociedad del conocimiento, surge la pregunta: 
¿Cómo se transita desde una sociedad del conocimiento a 
una «economía del conocimiento»? Se diría que son mani-
festaciones de un proceso único. Es un cambio de cultura 
resultante de los conocimientos y competencias que adquie-
ren los ciudadanos en los sistemas educativos. Al respecto, 
reflexionando sobre la dinámica que impulsa a las econo-
mías del conocimiento, Etzkowitz y Leydesdorff (2000) 

propusieron un modelo que ha tenido gran aceptación e influencia. Inspirándose en la estructura helicoi-
dal del ADN, compuesto por tres elementos de naturaleza distinta, estos autores reseñaron los meca-
nismos que hacen posible el surgimiento de «economías del conocimiento» como las resultantes de las 
interacciones mutuas de tres actores: las universidades, el sector industrial y el Estado

Conforme aumentan las interacciones de esa tríada, las instituciones de educación superior 
(universidades y pokitécnicos) transfiere a la industria los resultados de investigaciones. Esos 
conocimientos son aplicados para desarrollar nuevos productos y servicios o mejorar la eficiencia 
productiva. Esto hace más competitivas a las empresas, es decir; más rentables, lo que —a escala 
nacional y global— determina la prosperidad de esos países. Por su parte, el Estado actúa como 
catalizador de las relaciones entre las universidades y las empresas, y aporta, para ello, un contexto 
regulatorio adecuado junto con diversos incentivos. Este sería, por lo tanto, el «ADN» de las economías 
del conocimiento, una dinámica puesta en marcha en Estados Unidos, durante los años setenta y 
ochenta, con el surgimiento de la denominada «universidad emprendedora» (Etzkowitz y otros, 2008), 
vale decir, aquella que interactúa intensamente con el sector industrial y obtiene de ello beneficios 
académicos y económicos (Clark, 1998). Coincidiendo con este cambio de paradigma, surgió el 
concepto de la «tercera misión», de las universidades, sumada a las de enseñanza e investigación 
propias de la universidad humboldtiana (Zawdie, 2010).

Tal como señala González (2009), el núcleo del modelo de la triple hélice es la propagación del conoci-
miento en la sociedad y la vinculación innovadora de los sistemas de educación superior con el sector 
empresarial. Esto último posibilita la «capitalización del conocimiento» y, simultáneamente, la «cogniti-
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vización del capital». De ahí que el capital financiero surja sobre el capital social e intelectual acumula-
do, y que estos se redefinan en tanto las instituciones de educación superior interactúan más intensa-
mente con las industrias y los gobiernos.

Sin desconocer los méritos del enfoque anterior, es necesario aclarar que alcanzar el pleno desarrollo 
no se limita a un mero proceso técnico-económico para generar prosperidad. Por lo contrario, se trata 
de lograr un estado en el cual una sociedad, sobre la base de un desarrollo económico exitoso, mejora 
de manera integral las condiciones de vida de sus miembros. En este sentido, lograr el pleno desarrollo 
no se limita a asegurar a todos los recursos necesarios para cubrir sus necesidades básicas, sino 
también significa el acceso a los sistemas de salud y educación, plenas libertades políticas y culturales, 
así como la posibilidad de cultivar sus intereses y desarrollar sus potencialidades productivas y 
creativas, entre otras cosas. Desde este enfoque, todo el conocimiento y todos los saberes son 
importantes para la construcción de ese tipo de sociedad.

Poniendo en paréntesis, para efectos de este análisis, el impacto de la pandemia por SARS-CoV-2, 
cabe la pregunta: ¿Está Chile en condiciones de poner en movimiento, en las próximas décadas una 
triple hélice? Lamentablemente, de mantenerse las inercias culturales señaladas en secciones 
anteriores y el status quo en el ámbito educativo y científico, esa meta  parece inalcanzable. Por su 
naturaleza, la industria chilena ha crecido y prosperado importando tecnología y replicando procesos 
desarrollados en otros países. Esto vale tanto para las grandes empresas, que emplean un 20 % de la 
fuerza de trabajo, como para las medianas y pequeñas empresas, que utilizan el 80 % de la fuerza 
laboral restante. Aunque en Chile existen algunos ejemplos exitosos de innovaciones resultantes de 
alianzas entre una institución de educación superior y una empresa, son muy pocos los casos que 
pueden exhibir resultados relevantes y menos aún aquellos con proyección internacional. Un estudio 
reciente del Ministerio de Economía (2016) analizó la situación de la investigación en las empresas 
chilenas y concluyó que en este ámbito nuestro país tiene tres problemas básicos: 1) una baja inversión 
en investigación y desarrollo, 2) un reducido número de investigadores, y 3) un bajo número de 
doctores. Las cifras que respaldan estas afirmaciones son reveladoras. El aporte del sector empresarial 
a la inversión en investigación y desarrollo de Chile representa un 33 % del total, comparado con el 
promedio de los países de la OCDE que aportan un 68 %. El personal dedicado a actividades de 
generación de conocimientos e innovación es de 0,42 por cada mil empleados, mientras que el 
promedio OCDE es de 6,44.

A la desalentadora situación antes descrita se agregan otras complejidades. La primera, de orden 
probabilístico, se basa en la experiencia mundial relativa a innovaciones exitosas. Esta demuestra que 
el desarrollo de cualquier producto, sea este un fármaco o un detergente, requiere de una inversión de 
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particularmente en las universidades públicas y privadas con sedes regionales, ampliando y diversifi-
cando la oferta, que actualmente se concentra en tres universidades (Universidad de Chile, Pontificia 
Universidad Católica de Chile y Universidad de Concepción). 

Finalmente, queremos concluir con la respuesta a una de las preguntas planteadas en nuestras sesio-
nes de trabajo conjunto: ¿Cómo se transita desde una sociedad del conocimiento a una «economía del 
conocimiento»? Es algo que ocurre en las naciones inevitablemente cuando superan determinados 
niveles de desarrollo y que es impulsado, indudablemente, por la fuerza del conocimiento que los ciuda-
danos proponen y que logran traspasar, desarrollar y crear en los sistemas educativos nacionales. En 
otras palabras, «un país es lo que la gente sabe».
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